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 BOLETÍN Nº 10.201-13
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE EXIME DE LA OBLIGACIÓN DE EFECTUAR COTIZACIONES DE SALUD A PENSIONADOS MAYORES DE 65 AÑOS, FACILITA LA TRAMITACIÓN DE PRESTACIONES DE VEJEZ Y OTORGA OTROS BENEFICIOS QUE INDICA.
HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del  artículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia suma.

2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.

La Comisión Técnica consideró  que es de competencia de la Comisión el artículo 4° del proyecto.

3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas
Ninguna.

4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Matriz y calificación de normas incorporadas
Ninguna.

5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad

Ninguna.

6.- Se designó Diputado Informante al señor  Ernesto Silva.

Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas:  
MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

· Sra. Ximena Rincón, Ministra del Trabajo y Previsión Social.

· Sra. Julia Urquieta, Subsecretaria de Previsión Social

· Sr.  Francisco Del Río, Coordinador Legislativo

· Sr. Gonzalo Cid, Asesor Subsecretaría de Previsión.
DIPRES
· Sra. Jacqueline Canales, Jefa Sector Trabajo.

MINISTERIO DE HACIENDA

· Sr. Rodrigo Valdés, Ministro.

· Sra. Paula Benavides, asesora.
El artículo de competencia de la Comisión, según lo ha dispuesto la Comisión Técnica, tiene el siguiente contenido:
El artículo 4°, establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de  vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos para el Sector Público.
El propósito de la iniciativa consiste en:
1. Apoyar a los adultos mayores de clase media de nuestro país, eximiendo totalmente de la obligación de cotizar el 7% para salud a los pensionados, mayores de 65 años de edad, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja de la cotización legal de salud establecida en el artículo 2° o en el artículo segundo transitorio, ambos de la ley N° 20.531.

2. Facilitar la solicitud de una prestación de vejez a todos los beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez.

3. Garantizar que todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos funerarios que se generen cuando fallecen.
El Mensaje señala que, según señalan los considerandos del Mensaje con los cuales S. E. la Presidenta de la República fundamenta el proyecto de ley en informe, con el Sistema de Pensiones Solidarias, establecido en la Reforma Previsional de 2008, se avanzó en construir un sistema de pensiones que garantiza a las personas, que integran familias que pertenecen al 60% más pobre de la población, una prestación que les permita enfrentar las contingencias de vejez o invalidez con certeza respecto a sus ingresos.

Agrega que el Sistema de Pensiones Solidarias actualmente beneficia a poco más de un millón trescientas mil personas y constituye un gran avance en el desarrollo de un sistema de protección social efectivo, con derechos que están garantizados por el Estado.

Del mismo modo, expresa que para seguir avanzando en el establecimiento de derechos, mejorando el bienestar de nuestros adultos mayores, y cumpliendo con el compromiso adquirido en la cuenta pública del 21 de mayo de este año ante el Congreso Pleno, el proyecto propone una serie de beneficios previsionales. 

En primer término, introduce una modificación que exime totalmente de la obligación de cotizar el 7% para salud a los pensionados, mayores de 65 años de edad, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja de la cotización legal de salud establecida en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N° 20.531.

La propuesta considera que el Estado asuma el pago de la cotización de salud para asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos.

La implementación de esta medida se realizará en dos años, comenzando con una rebaja de 5% a 3% en el primer año y eximiendo totalmente del pago en el segundo año.

En segundo lugar, a través de esta iniciativa se permite que los beneficiarios de prestaciones de invalidez del Sistema de Pensiones Solidarias no deban acudir a presentar una solicitud para acceder al pilar solidario de vejez.

A este respecto, hace presente el Mensaje que, mensualmente, hay aproximadamente 680 beneficiaros de prestaciones de invalidez que cumplen 65 años y que para acceder a una prestación de vejez deben acercarse al Instituto de Previsión Social a formular la solicitud correspondiente. La realización de este trámite puede resultar difícil para personas en situación de invalidez, especialmente cuando se trata de personas a las que les ha sido declarada invalidez total.

El año 2010, mediante la ley N° 20.459, para facilitar el tránsito desde una prestación de invalidez a una de vejez en el Sistema de Pensiones Solidarias, se estableció que las personas beneficiarias de una pensión básica solidaria de invalidez o de un aporte previsional solidario de invalidez pudieran, a contar de la fecha en que cumplan 64 años de edad, solicitar la pensión básica solidaria de vejez o el aporte previsional solidario de vejez, según corresponda. 

Sin embargo, pese a la modificación señalada en el párrafo anterior, aún hay un porcentaje de beneficiarios del sistema de pensiones solidarias de invalidez que solicita la prestación de vejez a los 65 años o después de cumplida esta edad.

El atraso en la presentación de la solicitud les genera discontinuidad en sus ingresos, ya que, desde que se solicita la prestación hasta que se concede y se paga la primera pensión transcurren entre dos y tres meses aproximadamente.

En razón de lo anterior, se propone una modificación a la ley N° 20.255 en la que se estipula que el Instituto de Previsión Social, durante el trimestre anterior a que el beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez cumpla los 65 años, curse de oficio y según corresponda la solicitud de pensión básica solidaria de vejez o aporte previsional solidario de vejez. 

Por último, concluye, y en consonancia con otro compromiso programático, se garantiza que todos los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que fallezcan generen una asignación que ayude a solventar sus gastos funerarios.

Precisa, finalmente, que actualmente hay, aproximadamente, 120.000 beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que, por no estar adscritos a ningún sistema previsional, no son causantes ni de asignación por muerte ni de cuota mortuoria y alrededor de 185.000 que tienen derecho a cuota mortuoria, por estar afiliados al sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, pero que no tienen saldo suficiente en sus cuentas de capitalización individual para financiar dicha prestación. En total, concluye, existen en torno a 300.000 beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que actualmente no están cubiertos por este beneficio.


Incidencia en materia  presupuestaria y financiera
El informe financiero N° 107 de 20 de julio de 2015, de la Dirección de Presupuestos, señala:
1. En primer término, el proyecto de ley propone una modificación que exime totalmente de la obligación de cotizar el 7% para salud a los pensionados, mayores de 65 años de edad, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja de la cotización legal de salud establecida en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N°20.531.

El proyecto de ley considera que el Estado asuma el pago de la cotización de salud para asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos.

La implementación de esta medida se realizará en dos años, comenzando con una rebaja de 5% a 3% en el primer año y eximiendo totalmente del pago en el segundo año.

2. En segundo lugar, se permitirá la Tramitación de Oficio, a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez, de las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez.

Para lo anterior, se modifica el actual artículo 23 bis de la ley N°20.255, otorgando al Instituto de Previsión Social las competencias para tramitar de oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaría de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez, durante el trimestre anterior a que un beneficiario de pensión básica solidaria de invalidez o del aporte previsional solidario de invalidez cumpla la edad señalada en la letra a) del artículo 3° de la ley N°20.255, esto es, 65 años de edad.

3. Por último, el proyecto de ley garantiza que todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos funerarios que se generen cuando fallecen.

Para lo anterior, se modifica el artículo 34 de la ley N°20.255, disponiendo que los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria en algún régimen de seguridad social causarán asignación por muerte, en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El Instituto de Previsión Social deberá verificar el cumplimiento de este requisito utilizando el Sistema de Información de Datos Previsionales a que se refiere el artículo 56 de la precitada ley.
En el caso de los beneficiarios de la cuota mortuoria del artículo 88 del decreto ley N° 3.500, de 1980, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuyo causante sea beneficiario del Sistema de Pensiones Solidarias, se establece el derecho a la diferencia que se genere entre el monto efectivo de la prestación y las 15 unidades de fomento que establece como límite dicho precepto.

4. Se debe señalar que lo señalado en los puntos 2 y 3 entrará en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

	
	Exención de 7% para Salud para quienes actualmente acceden a la rebaja de 5%
	Asignación por muerte y cuota mortuoria
	TOTAL (****)

	
	Beneficiarios promedio

(1)
	Costo Fiscal

 (M$ 2015)

(2)
	Costo Fiscal

 (M$ 2015)

       (3)
	Costo Fiscal

 (M$ 2015)

          (4) = (2+3)

	Año 2015 (*)
	340.946
	4.183.965
	
	4.183.965

	Año 2016 (**)
	357.829
	24.335.590
	2.120.025
	26.455.615

	Año 2017 (***)
	384.841
	46.923.720
	2.826.700
	49.750.420


(*) Considera entrada en vigencia desde octubre de 2015, por lo tanto, disminución de la cotización para salud de 5% a 3% a partir de dicho mes..

(**} Considera e! costo del beneficio de Asignación por Muerte y Cuota Mortuoria a partir de Abril de 2016 y costo de exención total de cotización para saluda partir de Octubre de 2016.

{***) Considera costo en régimen del proyecto de ley

j****) Considerando las características administrativas que contempla la modificación que permitirá la tramitación de oficio a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez para acceder a los beneficios de vejez deI Pilar Solidario, Pensiones Básicas Solidarias de Vejez o Aporte Previsionales Solidarios de Vejez, esta modificación no representa mayor costo fiscal.
El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos para el Sector Público.

DEBATE DE LAS NORMAS SOMETIDAS A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN.
En primer lugar, el señor Rodrigo Valdés (Ministro de Hacienda)  destacó que el proyecto de ley se enmarca dentro de los  principales anuncios que la Presidenta de la República hizo en la reciente Cuenta Pública de la Nación. 

En el mismo sentido se manifestó la señora Ximena Rincón (Ministra del Trabajo y Previsión Social).

La señora Ministra se refirió, en primer término, a los principales temas que recoge la iniciativa:

1.- Se exime, gradualmente, de cotizar totalmente para salud a los pensionados, mayores de 65 años, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja desde 7% a 5% en la cotización de salud.

Al respecto explicó la iniciativa corresponde a un compromiso  asumido en la cuenta pública  realizada el 21 de mayo de este año en el Congreso, que en su página 9 consagró  “Y a aquellos pensionados mayores de 65 años de edad, que actualmente pagan el cinco por ciento en su cotización de salud, los eximiremos totalmente de la obligación de cotizar. El Estado asumirá dicho pago para así asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos. Esta medida se implementará con una gradualidad de dos años. Esto beneficiará a alrededor de 340 mil pensionados.”
En cuanto al contenido explicó que exime totalmente de la obligación de cotizar el 7% para salud a los pensionados, mayores de 65 años de edad, que actualmente cumplen los requisitos para acceder a la rebaja de la cotización legal de salud establecida en el artículo 2º de la Ley Nº 20.531 que exime total o parcialmente de la obligación de cotizar para salud a los pensionados que indica del año 2011. 

El Estado asume el pago de la cotización legal de salud para asegurar que los beneficiarios mantengan los derechos al régimen de salud al que estén adscritos. 
Esta medida se implementará gradualmente en un periodo de dos años y significará un aumento en la pensión de los beneficiarios.
El primer año contado desde la publicación de la ley, los beneficiarios de la medida, que actualmente pagan un 5%, pagarán un 3%. El segundo año estarán totalmente eximidos de pagar la cotización de salud.
Es importante señalar que para acceder a esta prestación las personas deben tener Ficha de Protección Social ya que la información que se recoge a través de este instrumento es necesaria para la verificación de requisitos.
En cuanto a las personas que beneficia la medida señaló principalmente a los pensionados de las capas medias de nuestro país ya que se dirige a aquellos que integran un grupo familiar que pertenezca al 80% más pobre de la población de Chile según el Instrumento Técnico de Focalización.
Explica que beneficiará en 2015 a 340 mil pensionados que actualmente están pagando un  5%  de cotización de salud. Se les rebajará la cotización de un 5% a un  3% el primer año y se les exime del pago el segundo.

Se estima que el año 2016 los beneficiarios llegarían a ser 358 mil.
En cuanto a la entrada en vigencia explicó que será a contar del día siguiente a la publicación de la presente ley y durante los doce meses siguientes, los beneficiarios de la medida, que actualmente pagan un 5%, pagarán un 3%. El día siguiente a los doce meses posteriores a la fecha de su publicación en el Diario Oficial estarán totalmente eximidos de pagar la cotización de salud.
En materia de costos hizo presente que en el 2015 esta medida tendrá un costo de $ 4.183 millones y en 2017 $ 46.923 millones.
En cuanto a beneficiarios con datos administrativos a marzo del 2015 expresó que hay que tener en consideración que la focalización se hace por “grupo familiar reforma” (beneficiario, cónyuge, hijos menores de 18 años o menores de 24 estudiando) y no por individuo.

 Concretamente, esta medida permite que más de 93 mil adultos mayores del cuarto quintil, es decir de la capas medias del país, que reciben una pensión promedio de $283 mil, puedan incrementar su pensión en $15 mil pesos aproximadamente (hablamos de promedios).
Para una mayor aclaración explicó que de los 93 mil adultos mayores 24 mil reciben una pensión promedio entre los 300 mil y 400 mil; 10 mil reciben una pensión promedio entre los 400 mil y 500 mil; y casi 10 mil adultos mayores reciben pensiones promedio mayores a 500 mil pesos.
Esta medida, asimismo permite que más de 210 mil adultos mayores que pertenece al 60% más vulnerable de la población, que reciben una pensión promedio de $172 mil, y que por distintos motivos  o bien no cumplen requisitos de acceso o no han solicitado acceder al Pilar Solidario, puedan aumentar su pensión en algo más de $ 9 mil pesos al mes.
2.- Garantiza que todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten con una asignación que ayude a solventar los gastos funerarios que se generen cuando fallecen.
Hizo presente que este objetivo es la concreción del Programa de Gobierno de la Presidenta de la República, que en su página 191  consignó “Evaluaremos e implementaremos una normativa que permita hacer extensiva la asignación por muerte a la totalidad de los adultos mayores que tienen PBS y a los beneficiarios de APS con saldo cero en su cuenta individual”.
Asimismo, en la página 99 del referido Programa se expresa  “v) hacer extensiva la asignación por muerte a la totalidad de los adultos mayores que tienen PBS y a los beneficiarios de APS con saldo cero en su cuenta de capitalización individual”.

Congruente con lo anterior, la Presidenta de la República en su Mensaje Presidencial del 21 de mayo de 2015 anunció que se enviará un proyecto de ley para garantizar a todos los pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias el acceso a una cuota mortuoria o prestación por muerte”.
Explicó que la iniciativa propone garantizar que todos los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias cuenten  con un monto que ayude a solventar los gastos que se generen cuando fallezcan.
Los beneficios por fallecimiento varían según régimen previsional; en el caso del sistema antiguo (ex INP) el beneficio es la asignación por muerte, que consiste en un monto de 3 sueldos no remuneracionales ($466.380). Mientras en el sistema de capitalización individual, este consiste en 15 UF ($376.890) que se obtienen de la cuenta individual del fallecido.
Se establece que aquellos que no sean causantes de asignación por muerte o cuota mortuoria en algún régimen de seguridad social, causarán asignación por muerte en los términos que establece el Decreto con Fuerza de Ley N°90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Tratándose de los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias, adscritos al Decreto Ley N°3.500, que no cuenten con fondos suficientes para financiar la cuota mortuoria, el Estado se hará cargo de cubrir la diferencia que se genere entre el monto establecido para la prestación y el monto financiado por ellos con el saldo de su cuenta de capitalización individual. Lo anterior en los términos establecidos para dicha prestación en el artículo 88° del Decreto Ley N° 3.500.
Expresó que las personas beneficiadas con la medida serán las siguientes:

- 120 mil beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias que no están adscritos a ningún régimen previsional. 101.000 son beneficiarios de Pensión Básica Solidaria y 19.000 son beneficiarios de Aporte Previsional Solidario. Todos ellos causarán Asignación por Muerte en los términos que establece el Decreto con Fuerza de Ley N°90, de 1979, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

- 185 mil beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias, adscritos al Decreto Ley N°3.500, que no cuentan con fondos suficientes para financiar la cuota mortuoria. A todos ellos el Estado les cubrirá la diferencia que se genere entre el monto establecido para la prestación y el monto financiado por ellos con el saldo de su cuenta de capitalización individual. Lo anterior en los términos establecidos para dicha prestación en el artículo 88º del Decreto Ley Nº 3.500.
Manifestó que la entrada  en vigencia de la medida será el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.
Expresó que se estima que esta medida tendrá un costo anual en torno a $2.826 millones.
3.- Permite que el Instituto de Previsión Social tramite de Oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez de los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez.
En relación a esta medida recordó que en el Programa de Gobierno se consignó “que los pensionados con PBS de invalidez automáticamente pasen a contar con la PBS de vejez a partir de los 65 años”. Asimismo, en el Mensaje Presidencial 21 de mayo 2015, la Presidenta anunció “Además, enviaremos un proyecto de ley para que al cumplir la edad correspondiente, los beneficiarios de prestaciones de invalidez del Sistema de Pensiones Solidarias no deban acudir a presentar una solicitud para acceder al pilar solidario de vejez, sino que ésta sea procesada y verificada automáticamente por el Instituto de Previsión Social (IPS)”.

Explicó que la medida otorga al Instituto de Previsión Social las competencias para tramitar de oficio las solicitudes de Pensión Básica Solidaria de Vejez o del Aporte Previsional Solidario de Vejez, a los beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez.
El Instituto de Previsión Social, durante el trimestre anterior a que un beneficiario de Pensión Básica Solidaria de Invalidez o del Aporte Previsional Solidario de Invalidez cumpla 65 años de edad cursará de oficio la solicitud de la prestación de vejez del Sistema de Pensiones Solidarias que corresponda.

Una vez cursada la solicitud, la Pensión Básica Solidaria de Vejez o el Aporte Previsional Solidario de Vejez, según corresponda, se devengará a contar del día primero del mes siguiente al cumplimiento de los 65 años de edad, siempre que los peticionarios reúnan los requisitos para ser beneficiarios de dicha pensión o aporte.
En cuanto a quienes beneficia la medida expresa facilitará el trámite de la solicitud de prestaciones de vejez a los 240 mil beneficiarios del Sistema de Pensiones Solidarias de Invalidez. 

Precisó que mensualmente serán  680 beneficiaros de prestaciones de invalidez  que no tendrán que ir a llenar una solicitud para acceder a una prestación de vejez.

Indicó que la medida entrará en vigencia el primer día del sexto mes posterior a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

Advirtió que por tener un carácter administrativo, la medida  no tiene costo fiscal en régimen, sino sólo efectos en flujos de caja.
Finalmente, presenta el siguiente  un cuadro resumen sobre los  costos del proyecto:
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El diputado señor Monsalve consulta cuál es el puntaje de corte, de la Ficha de Protección Social, para efectos de recibir estos beneficios.

El señor Gonzalo Cid, asesor de la Subsecretaria de Previsión Social, explica que la Ficha no se utiliza para efectos del puntaje, sino que entrega un conjunto de informaciones que permiten ver si las personas califican para la obtención del beneficio  y agrega que para tales efectos se utiliza Instrumento Técnico de Focalización (ITF) de tal forma que este instrumentos mide distintas variables, tales como la composición del hogar y los niveles educacionales de sus integrantes.

La señora Rincón (Ministra del Trabajo y Previsión Social) explica que este beneficio se otorga automáticamente conforme con la calificación que arroja el mencionado instrumento. 
El señor Lorenzini considera que la redacción del artículo primero transitorio es confusa, de tal forma que no quedan claras las fechas en que se produce la rebaja de la cotización al 3% y cuándo se llega a la exención total con lo cual coincide el señor Aguiló.
El señor Auth (Presidente de la Comisión) entiende que desde el día siguiente a la entrada en vigencia de la ley se rebaja la cotización a un 3% y al cabo de los 12 meses se elimina por completo, con lo cual coincide la señora Paula Benavides, asesora del Ministerio de Hacienda.

El señor Melero, consulta la razón por cual se contempla la exención en dos tramos; cómo también sobre los efectos por reducción de ingresos del FONASA, como también pregunta sobre el término de la Ficha de Protección Social anunciada por la Presidente de la República.

El señor De Mussy, coincide en que la redacción del artículo primero transitorio es engorrosa y pregunta si existe un cálculo de flujo o variación de beneficiarios de 10 a 15 años.  Asimismo pregunta cuál es el corte per cápita para determinar si se reciben estos beneficios o no. 

La señora Paula Benavides, asesora del Ministro de Hacienda, explica que este beneficio va dirigido al 60% más pobre (con un ingreso menor a  $ 291.978) aceptados en el pilar solidario. Agrega que se utiliza el ITF para determinar el ingreso per cápita familiar, para lo cual se consideran variables tales como enfermedades y economía a escala hogareña. Añade que otro grupo está comprendido por los mayores de 65 años de los cuatro quintiles más pobres, considerándose el grupo familiar, cónyuges e hijos menores de 24 años que estudian.

El señor Auth (Presidente de la Comisión) aprovecha la oportunidad para manifestar su parecer en orden a que se tomen las medidas necesarias para evitar que la entrega del bono compensatorio por hijo haga que estas mismas madres sean excluidas de beneficios. Enfatiza el hecho de que este bono es compensatorio por lo tanto compatible con otros beneficios.

El señor Melero estima que el bono por hijo debería llamar más bien “abono por hijo”.
El señor Gonzalo Cid, asesor de la Subsecretaría de Previsión Social, explica que el mencionando bono va dirigido a las afiliadas a las AFP , a las madres que forman parte del Pilar Solidario, y a las viudas que reciben pensión del Instituto de Previsión Social. Por tanto, no es imprescindible estar afiliada a una AFP.

La señora Rincón (Ministra del Trabajo y Previsión Social)  señala que hará llegar estas inquietudes a la Comisión Bravo y estima que ha quedado claro, para efecto de la historia fidedigna de la ley, el correcto sentido y alcance del artículo primero transitorio del proyecto.
El señor Lorenzini manifiesta su molestia por el hecho de que la información que entregan los informes financieros de la Dirección de Presupuestos y el informe de este proyecto en particular, no aporta los suficientes elementos como para que la Comisión de Hacienda pueda tener una visión clara de los alcances financieros de los proyectos. En particular, estima que las cifras que entrega el informe financiero de este proyecto no calzan y parecieran exceder la cantidad de refursos necesaria. Después de esta intervención se traba un debate en el cual participan la asesora del Ministerio de Hacienda y los señores Auth y De Mussy en el sentido de aclarar las cifras del mencionado informe que consideran una variación de la población y por tanto del número de posibles beneficiarios, para efectos de calcular los respectivos costos. No obstante, el señor Lorenzini reitera su parecer en orden a clarificar estos informes y solicitan que se acompañen anexos complementarios. Finalmente, la asesora del Ministerio de Hacienda se comprometió a hacer llegar un detalle por trimestre de los costos del proyecto.

El señor Macaya solicitó que el Ministerio de Hacienda haga llegar una minuta con la cantidad de pensionados en Chile, a nivel nacional, considerando también a los pensionados por invalidez. La representante del Ministerio de Hacienda se compromete a hacer llegar la información. 
VOTACIÓN
La norma sujeta a votación es del siguiente tenor
“Artículo 4°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de  vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Trabajo y Previsión Social y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público.

Para los años posteriores, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos para el Sector Público.”.
Indicación parlamentaria:
De los diputados señores De Mussy, Melero, Lorenzini, Jaramillo, Santana, Aguiló, Schilling, Macaya y Monsalve, para sustituir el artículo primero transitorio por el siguiente:  
“Artículo primero transitorio.-  La cotización legal establecida en el artículo 85 del decreto ley N° 3.500, de 1980, a que se refiere el artículo 1°, será de un 3% para aquellos pensionados que cumplan los requisitos establecidos en el artículo 2° o segundo transitorio, ambos de la ley N° 20.531, a contar del día siguiente a la publicación de la presente ley y durante los doce meses siguientes. 

Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, entrarán en vigencia las modificaciones contenidas en el artículo 1°.
La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión,  por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, no obstante lo cual la Ministra presente se comprometió a considerar una indicación que mejore la redacción de la norma respectiva y se llevó copia de la indicación presentada. El señor Ortiz agregó que además de inadmisible no se refiere a un artículo de competencia de la Comisión.
Sometido a votación el artículo 4° del proyecto, es aprobado por el voto unánime de los Diputados presentes señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana, y Ernesto Silva.

Se designó diputado informante al señor Ernesto Silva.
***********************************
Tratado y acordado en sesiones de fechas 21 de julio, 5 y 11 de agosto de 2015, con la asistencia de los Diputados señores Pepe Auth (Presidente de la Comisión); Sergio Aguiló; Felipe De Mussy; Enrique Jaramillo; Pablo Lorenzini; Javier Macaya; Patricio Melero; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Ricardo Rincón; Alejandro Santana; Marcelo Schilling, y Ernesto Silva.
SALA DE LA COMISIÓN, a  11 de agosto de 2015.
[image: image2.png]/
|

oM T





